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1. LA LEY REGULADORA DEL DERECHO DE RECTIFICACION
La Ley Orgánica 2/1984, de 26 de marzo, regula en España el ejercicio dcl
derecho de rectificación, así llamado por el propio texto legal. El legislador
consideró que se tratabade una norma relativa al desarrollo de un derecho fun-
damental en sentido técnico, y en consecuencia le otorgó el rango de ley Or-
gánica, cuya aprobación, modificación o derogación exige mayoría absoluta
del Congreso
La Ley de 1984 introdujo en el ordenamiento español un nuevo modo de
entender el derecho de rectificación, su ejercicio y la correspondiente garantía
jurídica. Quedaron derogados expresamente los artículos 58 a 62 de la Ley
14/1966, de 18 de marzo, así como las normas reglamentarias que desarrolla-
ban estos preceptos; el artículo 25 de la Ley 4/1980, de 10 de enero sobre el
Estatuto de la Radio y la Televisión; y el número 1 del articulo 566 del Có-
digo Penal 2
A la vista de las normas derogadas y de la nueva regulación de la Ley de
1984, las innovaciones más profundas podrían sintetizarse así:
a) Desaparece la dualidad que, en materia de prensa e imprenta, daba lu-
gar a dos derechos distintos: el derecho de réplica y el derecho de rectifica-
cion. El primero era propio de las personas naturales o jurídicas; y el segundo,
Constitución Española de i978, art. Si.
2 Sobre el derecho de réplica y rectificación anteriores a la Ley Orgánica de ¡984, vid., por
ejemplo: GoNzALez BALLESTEROS, T., El derecho de réplica iv rectificación en prensa, radio ytele-
visión: QUADRA SALCEDO, T. de, “Responsabilidad y rectificación, en Revista Española de Dere-
choAdministrativo, 3,1974, pp. 415-466; SOBRAn, F., Información y derecho de réplica. Madrid,
1974.
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de la Administración Pública y las autoridades. Además de las diferencias de
titularidad, ambos derechos presentaban importantes diferencias respecto a las
condiciones y efectos de su ejercicio.
Al desaparecer también la regulación específica del derecho de rectifica-
ción en materia de radio y televisión, el nuevo derecho tiene, en consecuen-
cia, un carácter unitario que no distingue entre medios de comunicación so-
cial. Se origina como resultado de la difusión de determinados mensajes, y se
ejercita a través del correspondiente medio de comunicación social ~, ya sea
gráfico, visual o auditivo.
b) En la legislación anterior se diversificaban, por decirlo así, los intere-
ses jurídicos tutelados. En materia de radio y telvisión, se amparaban los le-
gítimos intereses morales lesionados directamente por datos o hechos concre-
tos contrarios a la verdad ‘~. En materia de prensa e imprenta, el derecho de
réplica tuletaba todos los posibles intereses legítimos de cualquier persona na-
tural o jurídica ante todo tipo de información; en el derecho de rectificación,
subyacía como fundamento el interés público en aclarar o rectificar la infor-
mación difundida sobre actos propios de la administración o de las autoría-
des ~. El nuevo derecho de rectificación defiende un bien jurídico preciso y cla-
ro, como tendré ocasión de analizar más adelante.
e) Se reforma sustancialmente el sistema de tutela jurídica del derecho
de rectificación. En materia de prensa e imprenta, en la legislación anterior se
protegía el ejercicio del derecho a través de un procedimiento administrativo,
en el que la Administración Pública asumía una función arbitral; sólo después
de agotada la vía administrativa, era posible acudir a la protección judicial a
través del recurso contencioso administrativo 6 En el derecho de rectificación
en materia de prensa e imprenta, no estaba previsto ningún procedimiento de
tutela, ya que el escrito de aclaración o rectificación de la Administración o
de las Autoridades tenía que publicarse necesariamene, sin excepciones posi-
bles. En materia de radio y televisión, el Estatuto de 1980 preveía que, ante
la denegación de la rectificación por parte del Director del medio, podía plan-
tearse ante el Consejo de Administración de RTVE el oportuno recurso, sin
que frente a la decisión del Consejo pudiera darse ningún recurso ad-
ministrativo.
Por el contrario, la nueva regulación unitaria del derecho de rectificación
permite solicitar su tutela —en el caso de que el escrito de rectificación no se
Art. 1 de la Ley Orgánica 2/1984, de 26 de marzo.
Art. 25.1 deI Estatuto de la Radio y la Televisión, de 10 de enero de 1980.
Artículos 58 y 62 de la Ley de Prensa e Imprenta de 1966.
6 CLAveRO ARÉVALO, M. E., “Prensa y jurisdicción contencioso administrativa’, en Revista
de Administración Pública, 50, 1966, PP. 83 a 110; y LECUINA VILLA, 3., “Función arbitral en nia-
tena de prensa y responsabilidad civil de la Administración”, en Revista de Administración PU-
blica, 60, 1969, Pp. 133 y ss.
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ha difundido conforme a la Ley— ante un órgano de la jurisdicción ordinaria
civil, a través de un procedimiento urgente y sumario.
2. LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL DE 22 DE
DICiEMBRE DE ¡986
La exégesis de la vigente Ley reguladora del derecho de rectificación se ha
enriquecido notablemente con la Sentencia del Tribunal Constitucional nú-
mero 168/1986, de 22 de diciembre, pronunciada por su Sala Segunda en el
recurso de amparo número 1045/1985, interpuesto por Ediciones Tiempo, So-
ciedad Anónima. Los hechos eran sustancialmente los siguientes:
a) Como consecuencia de un artícuo publicado en la revista semanal
Tiempo, relativo a una entidad mercantil y en el que se hacía referencia a
una persona concreta que había sido su Presidente, éste remitió al Director
del semanario un escrito de rectificación, al amparo de la Ley Orgánica de
1984, para que se publicara en la revista.
b) El semanario no publicó la rectificación. Su remitente, a continuación,
demandó judicialmente que se ordenase la publicación el escrito enviado a la
revista. El Juzgado de Primera instancia número 2 de Madrid desestimó, sin
embargo, la demanda, al considerar que el escrito de rectificación no se limi-
taba a los hechos de la información difundida —requisito exigido por la Ley
de 1984— sino que contenía una serie de juicios de valor sobre aquella
información.
c) El interesado en la rectificación apeló la Sentencia del Juzgado, y la
Sala Segunda de lo civil de la Audiencia Territorial de Madrid dictó con fecha
14 de mayo de 1985 una Sentencia revocatoria en la que se ordenaba la pu-
blicación parcial del escrito de rectificación, precisamente aquellos pasajes que
se referían de modo estricto a los hechos difundidos en la información
precedente.
d) Ante esta Sentencia de la Audiencia Territorial y después de los opor-
tunos trámites procesales, Ediciones Tiempo, S.A. presentó demanda de am-
paro ante el Tribunal Constitucional, en la que solicitaba se declarase nula la
Sentencia de la Audiencia Territorial y se suspendiera la ejecución de esta
Sentencia.
La petición de amparo constitucional se fundamentaba, en la argumenta-
ción de Ediciones Tiempo, en la posible violación por parte de la Sentencia
recurrida del derecho reconocido, en el articlo 20.1. d) de la Constitución es-
pañola de 1978, a comunicar o recibir libremente información veraz por cual-
quier medio de difusión.
Para el recurrente esa violación del precepto constitucional pudo haberse
producido porque la Sentencia recurrida consideraba que “el derecho de rec-
tificación, tal como se configura en la Ley Orgánica que lo regula, no se funda
en la veracidad o inexactitud de los hechos contenidos o relatados en la in-
formación difundida.., sino que se basa en la mera consideración subjetiva de
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su inexactitud por parte del aludido en la información, cuya divulgación pue-
da causarle perjuicio”. En consecuencia —afirmaba la Sentencia recurrida—, en
el ejercicio del derecho de rectificación “no se puede discutir la veracidad de
los hechos divulgados en la información”. Esta interpretación, ajuicio de Edi-
ciones Tiempo, ignoraba el derecho proclamado en el artículo 20.1. d) de la
Constitución y dejaba indefensa a la empresa editora de la revista a la que se
impone la obligación de publicar la rectificación solicitada, aunque no fuera
cierto nada de lo que en ella se decía y si lo fuera la información difundida
por el semanario, como acreditaban pruebas documentales exhaustivas.
e) El Tribunal Constitucional en su Sentencia número 168/1986, de 22
de diciembre, denegó el amparo solicitado por Ediciones Tiempo y levantó la
suspensión de la ejecución de la Sentencia de la Audiencia Territorial de
Madrid.
3. ANALISIS DEL DERECHO DE RECTIFICACION
3.1. Punto de partida: la compatibilidad de acciones
El análisis fundamental del derecho de rectificación en el ordenamiento
iusinformativoespañol, es decir, la razón e su legitimidad, el bienjurídico pro-
tegido, y las condiciones básicas para su ejercicio, no puede olvidar en ningún
momento el punto de partida que afirma expresamente la Ley Orgánica regu-
ladora del derecho de rectificación: el ejercicio del derecho de rectificación es
compatible con el ejercicio de las acciones penales o civiles de otra naturaleza
que pudiera asistir al perjudicado por los hechos difundidos t
¿Qué significa, por tanto, esa compatibilidad? La Sentencia del Tribunal
Constitucional de 22 de diciembre de 1986 no se plantea, como es lógico, to-
das las posibles consecuencias de esa compatibilidad pero, al menos, señala
una consecuencia importante. Como “el ordenamiento jurídico establece las
acciones penales y civiles y los procedimientos necesarios para investigar la
verdad de los hechos publicados o difundidos, así como para obtener la debi-
da reparación de los perjuicios causados por las informaciones inexactas o fal-
sas; acciones y procedimientos que los interesados pueden ejercitar en cual-
quier caso” ~, la conclusión será ésta: la acción de rectificación tiene una fina-
lidad y una eficacia diferente a las atribuidas a las acciones penales o civiles.
Más en concreto: no corresponde a la acción y procedimiento de rectificación
—dirá la Sentencia del Tribunal Constitucional— investigar la verdad o exac-
titud de los hechos publicados o difundidos, ni determinar si los hechos son
ciertos o inciertos, con los efectos de la cosa juzgada.
Así pues, la compatibilidad de acciones se fundamenta, en la Sentencia
Constitucional, en cl carácter diferencial de la acción de rectificación: no anu-
Cfi. artículo 6,c) inline, de la Ley de 1984.
8 Fundamento jurídico 4.
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la ni extingue las acciones penales o civiles, simplemente porque la acción de
rectificación tiene una naturaleza diferente. Se distingue de las acciones pena-
les o civiles tanto por su fin como por sus efectos. Volveré sobre este tema
más adelante.
3.2. Las condiciones de ejercicio
Las condiciones que la Ley establece para el ejercicio del derecho de rec-
tificación se describen en el artículo primero de la Ley, cuando se afirma que
“toda persona, natural o jurídica, tiene derecho a rectificar la información di-
fundida, por cualquier medio de comunicación social, de hechos que le alu-
dan, que considere inexactos y cuya divulgación pueda causarle perjuicio”.
Con esta descripción legal puede concluirse, en una primera aproximación,
que el derecho de rectificación depende de una condición objetiva: la difusión
de una información de hechos en la que se aluda a una persona natural o ju-
rídica; y de dos condiciones formuladas subjetivamente: la consideración, por
parte de la persona aludida, de que los hechos son inexactos y que su difusión
es susceptible de causarle perjuicio.
13. La condición objetiva
La difusión informativa de hechos plantea, como es obvio, múltiples in-
terrogantes que no es posible abordar en un trabajo de las dimensiones pre-
sentes. Por esta razón, sólo resulta oportuno aclarar dos aspectos principales
de la cuestión: qué ha de entenderse por difusión; y cómo puede distinguirse
la información de hechos, de la información de juicios u opiniones.
Ha sido Desantes Guanter, entre nosotros, el que con mayor finura y rigor
ha perfilado la noción de difusión informativa ~. De acuerdo con su pensa-
miento, la clave de esta noción está en un concepto de gran tradición jurídica:
la puesuz a disposición. Difundir, en un sentido técnico, es poner a disposi-
ción del público todos o parte de los ejemplares de una edición. La puesta a
disposición del público es, para Desantes, un concepto según el cual un editor
hace que un impreso sea accesible al público. Pero también puede decirse
—porque todo soporte informativo, como es un impreso, lleva unido un men-
saje— que la difusión de las ediciones es la puesta a disposición de los mensa-
jes. Y generalizando el concepto a las emisiones o exhibiciones, la difusión
puede definirse como “la puesta a disposición del público de uno o varios men-
DESANTES GUANTER, J. M.’, “El delito previsto en el artículo 365 del Proyecto de Ley Or-
gánica el Código Penal”, en Cuadernos de Trabajo de la Convención de AsesoresJurídicos, fi, 1982,
pp. 7-lS.
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sajes, bien a través de ediciones, emisiones o exhibiciones y conforme a las ca-
racterísticas de cada una de éstas” lO
La ley de 1984 ha querido, por otra parte, que el derecho de rectificación
se origine sólo ante la difusión informativa de hechos. Así lo establece literal-
mente el articulo 1 y lo confirma el artículo 2, párrafo segundo, cuando pide
que “la rectificación deberá limitarse a los hechos de la información que se de-
sea rectificar”.
Ya se comprende que hay casos en los que resulta relativamente sencillo
distinguir entre el enunciado de un hecho y la expresión de una opinión. Pero
entre ambos polos existe —dirá Mantovani refiriéndose a un problema análo-
go que se plantea en la protección del derecho al honor— una amplia zona gris
abierta a soluciones opuestas, no sólo como consecuencia del empleo de cri-
terios diferentes, sino también como consecuencia de la aplicación de un úni-
co y mismo criterio
De debe precisamente a Mantovani un análisis crítico de los principales
criterios a través de los cuales se ha intentado aclarar la diferencia entre he-
chos y opiniones. Esos criterios, piensa Mantovani, son de dos tipos: aquéllos
que se centran en las características intrínsecas del hecho; o bien aquellos otros
que son criterios exteriores al hecho mismo.
Entre las teorías que defiende criterios de diferenciación intrínseca se en-
cuentran, en primer lugar, aquéllas que requieren que el hecho reúna todas las
clásicas categorías aristotélicas (quis, quid, ubí, quare, quoties, quomodo, quan-
do); en segundo lugar, están aquéllas teorías que más moderadamente sólo exi-
gen a los hechos las circunstancias necesarias y aptas para conferirles su con-
creción; y, finalmente, existen teorías que propugnan el criterio de la histori-
cidad del hecho particular, o bien la individualización del mismo hecho.
Las doctrinas que acuden a criterios de diferenciación derivados de carac-
terísticas exteriores, apoyan su argumentación en la credibilidad que pueda
ofrecer el hecho. En esta línea de pensamiento, basta que el hecho esté acom-
paliado de cualquier nota que lo haga aparecer como verdadero, haciéndolo
creíble, para que pueda decirse que se trataba de un hecho determinado I2~
En cualquier caso, resulta extremadamene dificil intentar fijar apriorísti-
camente un criterio o una teoría válida para llevar a cabo, de hecho, la dife-
renciación. Una de las razones de la dificultad estriba en que la información
de hechos nunca se presenta, por así decirlo, químicamente pura. Por moti-
vos textuales o contextuales, en la información aparecen mezclados —en unas
u otras dosis— los hechos, las ideas, y los juicios u opiniones. Por tanto, se tra-
ta siempre de una cuestión de hecho, que ha de ser considerada caso a caso,
‘~ Id, p. II.
MANTOVANI, F., Falto determina/o, acept/o veritatis e libertá di ,nan,festazione delpensie-
ro, Milán. 1973, p. 1001.
~ íd., Pp. 999-1001.
El Derecho de Rectificación 33
y en la que ha de prevalecer o el criterio de las partes afectadas por la rectifi-
cación o —ya en la fase conflictiva— el criterio del Juez ‘~.
3.4. Las condiciones formuladas subjetivamente
La Ley Orgánica de 1984 se refiere a dos condiciones para el ejercicio del
derecho de rectificación, susceptibles de interpretaciones opuestas. El artículo
primero de la Ley señala como condiciones que los hechos sean considerados
por la persona aludida inexactos y su difusión susceptible de causarle perjui-
cio. A partirde aquí, unas interpretaciones consideranque el legislador ha que-
rido proteger la pura consideración subjetiva de la persona aludida, con inde-
pendencia de que los hechos sean inexactos o falsos y con independencia de
que su difusión cause realmente perjuicio; para otras interpretaciones, por el
contrario, el derecho de rectificación exige como condición que los hechos
sean inexactos o falsos y su difusión haya causado un perjuicio. La interpre-
tación planteada tiene una evidente importancia, ya que determina, en buena
parte, la naturaleza y el alcance del derecho de rectificación.
a) Interpretación dada por la Sentencia Gonstitucional
La Sentencia del Tribunal Constitucional de 22 de diciembre de 1986 con-
sidera que el derecho de rectificación en nuestro Ordenamiento no está co-
nectado con la falsedad o inexactitud de los hechos difundidos, sino con la
apreciación subjetiva de lo que lo son, manifestada por la persona aludida en
los hechos. El criterio de esta Sentencia transforma el derecho de rectificación
en un derecho de acceso por alusiones.
Las conclusiones a las que llega el Tribunal Constitucional en esta Senten-
cia están deducidas claramente de la posición que adopta el Tribunal sobre el
tema de la verdad en la comunicación de hechos.
El reconocimiento y protección del derecho constitucional a comunicar o
recibir libremente información veraz (art. 20.1 .d), es interpretado en la Sen-
tencia del Tribunal Constitucional en una clave, a mi juicio, desconfiada y re-
duccionista. Resultan menoscabados los derechos reconocidos en ese artículo
“tanto si se impide comunicar o recibir una información veraz como si se di-
funde, se impone o se ampara la transmisión de noticias que no responden a
la verdad, siempre que ello suponga cercenar el derecho de la colectividad a
recibir, sin restricciones o deformaciones, aquéllas que sean veraces”’4. El ejer-
3 Por eso, aunque pueda resultar un poco desconcertante, hay que admitir con normalidad
que las resoluciones de los Juzgados de Primera Instancia sean, a veces, contradictorias. Vid., por
ejemplo, Seniencia del Juzgado de Primera Instancia, a.’ 6 de Madrid, de 3 de junio de 1984; y
Sentencia del Juzgado de Primera Instancia n.’ 15 de Madrid, de 4 de julio de 1984.
14 Fundamento jurídico 2.
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cicio del derecho de rectificación desconoce o lesiona el artículo 20.1 .d.) de la
Constitución, por tanto, si judicialmente se “hubiera ordenado la publicación
de una información o relato fáctico cuya falsedad o inexactitud le constara al
órgano judicial o fuera manifiesta o, con mayor razón, si el Tribunal hubiera
impuesto a los responsables del medio de comunicación afectado la obliga-
ción de desdecirse o negar la veracidad de la versión de los hechos inicialmen-
te publicada, sin haber contrarrestado previamente su falta de veracidad o
ínexactitud, o bien, por último, si hubiese otorgado carta de autenticidad a la
versión ofrecida por quien solicita la rectificación, sin haber procedido a una
previa y adecuada investigación de la verdad” ~
Late en todo este razonamiento la idea decimonónica de que la informa-
ción es una libertad, o si se prefiere, un derecho de libertad, que básicamente
sólo sufre quebranto por las restricciones, limitaciones externas, o por la coac-
ción. Se menoscaba el derecho a comunicar o recibir información veraz —vie-
ne a mantenerse— no porque se comunique o reciba información que no sea
veraz, sino porque —con independencia de que sea falsa o verdadera— se im-
pide comunicar o recibir información o apariencia de información, es decir,
contrainformación o desinformación. Concluyo así porque parto de la base de
que la verdad es un elemento esencial, constitutivo de la comunicación de he-
chos, hasta el punto de que una noticia falsa o inexacta no puede llamarse
información 16
Cuando la Sentencia proyecta su interpretación básica sobre el derecho de
rectificación se producen —al menos aparentemente— algunas modulaciones.
Digo sólo aparentemente, porque también aquí se vuelve a desconfiar y a re-
ducir el sentido de la verdad informativa. Por una parte, se entiende la ver-
dad como acumulación de versiones, sean o no compatibles, sean o no con-
tradictorias, sean o no probadas. Por otra parte, exime al Juzgador de indagar
en la acción de rectificación la veracidad de las informaciones en conflicto:
“la sumariedad del procedimiento verbal (...) —dirá la Sentencia— exime sin
duda al Juzgador de una indagación completa tanto de la veracidad de los he-
chos difundidos o publicados como de la que concierne a los contenidos de la
rectificación” 17
Todo este razonamiento conduce a la Sentencia a una conclusión de cierta
gravedad. La aplicación de la Ley de rectificación puede llevar —paradójica-
mente— a imponer “la difusión de un escrito de réplica o rectificación que pos-
teriormente pudiera revelarse no ajustado a la verdad”. La resoluciónjudicial
que estima una demanda de rectificación “no garantiza en absoluto la auten-
ticidad de la versión de los hechos presentada por el demandante, ni puede
15 Fundamento jurídico 3.
16 BnMNovíc, L., El á,nbito científico de la información, Pamplona, 1979, p. 59; DESANTeS
GLIANTER, J. MY, Significado jurídico de la verdad en la Comunicación colectiva, en Filosofía y
Derecho (Estudios en honor del Profesor Corts Grau>, valencia, 1977; SoRIA, C., Derecho a la
injármación y derecho a la honra, Barcelona, 1951, pp. 55-68; SORtA, C., y DFSANTES GUANTER,
i. Mi, Teleología de los mensajes informativos, Documento de trabajo, Pamplona, 1986.
Fundamento juridico 4.
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tampoco producir, como es obvio, efectos de cosajuzgada respecto de una ul-
tenor investigación procesal de los hechos efectivamente ciertos ~.
Respecto a la segunda de las condiciones subjetivas señaladas por la Ley
Orgánica, es decir, la condición de que la difusión de los hechos inexactos pue-
da causar al aludido perjuicio, la Sentencia del Tribunal Constitucional no se
ocupa directamente de su interpretación. Sólo de forma tangencial alude a la
cuestión. Defiende, en este sentido la Sentencia de 22 de diciembre de 1986
que los Jueces y Tribunales tienen la facultad, deducida de la Ley, de rechazar
a limine la pretensión de rectificación, inadmitiendo toda demanda manifies-
tamente improcedente porque la información que se rectifica apareciera cierta
de toda evidencia, o porque la rectificación careciera de toda verosimilitud
también de manera palmaria o patente, o porque “no puede en modo alguno
causar perjuicio al demandante”.
b) Otra posible interpretación
La interpretación que la Sentencia de 22 de diciembre de 1986 hace del de-
recho a comunicar y recibir libremente información veraz, y del derecho de
rectificación, es, a mi juicio, insatisfactoria: socava el fundamento del dere-
cho de rectificación, resulta incoherente, y termina por desnaturalizar el dere-
cho de rectificación.
La raNo del derecho de rectificación en nuestro Ordenamiento es configu-
rar, para las personas aludidas, un medio rápido, un procedimiento urgente y
sumario, de combatir la desinformación. No es información sino desinforma-
ción la comunicación de hechos inexactos o, con mucha más razón, falsos. La
verdad de los hechos comunicados es un elemento constitutivo esencial de
este tipo de mensajes, una conditio sine qua non de toda noticia, de todo he-
cho sobre el qúe se formula un juicio u opinión. La verdad de los hechos —no
simplemente su verosimilitud— es, por tanto, una referencia básica.
Precisamente por eso, el derecho de rectificación está limitado en nuestro
ordenamiento a la comunicación de hechos, y no es invocable en la comuni-
cación de ideas o de opiniones. Por eso también el derecho de rectificación no
tiene por finalidad ofrecer pura y simplemente otra versión diferente a la di-
fundida por el medio informativo, sino rectificar la desinformación produci-
da. Esta rectificación —rectificare—, es decir, hacer recta y justa la pseudoin-
formación precedente, incide de modo directo sobre los anteriores hechos di-
fundidos, los desvirtúa y enmienda. No tiene sentido, a mi juicio, mantener
—como hace la Sentencia del Tribunal Constitucional de 22 de diciembre de
1986— que “la difusión de informaciones contrapuestas,que no hayan sido for-
malmente acreditadas como exactas o desacreditadas como falsas, con efectos
de cosa juzgada, no puede lesionar (...) el derecho reconocido en el artículo
Ibídem.
19 Fundamento jurídico 6.
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20.l.d) de la Constitución” 20 Silo puede lesionar porque el reconocimiento
y protección constitucional sólo se refiere a la información veraz ‘k Rectificar
pseudoinformación de hechos no sólo protege y beneficia el interés personal
de la persona aludida, sino que sirve también al interés social, por la estrecha
relación existente entre comunidad y comunicación =2• La rectificación sirve
al interés social en la medida, cabalmente, en que hace posible la difusión de
los hechos verdaderos y exactos. No comparto, por tanto, la idea expuesta por
el Tribunal Constitucional en la Sentencia referida de que la versión diferente
de los hechos publicados favorece, más que perjudica, el interés colectivo en
la búsqueda y recepción de la verdad ~ No la comparto porque esa versión
diferente de los hechos sólo favorece el interés colectivo si restaura o restable-
ce la verdad de aquella información; pero es un claro perjuicio a la comuni-
dad si esa versión —no siendo verdadera— se difunde: si no es verdadera, esa
versión es, a su vez, pura y simple desinformacíon.
La apreciación subjetiva del rectificante de que los hechos son falsos o
ínexact¿s y de que su difusión puede causarle perjuicio, es una condición ne-
cesaria pero no suficiente del ejercicio del derecho de rectificación. Necesaria
porque la Ley ha legitimado únicamente a las personas físicas o jurídicas nom-
bradas o aludidas en la información que, además, consideren que es falsa o
ínexacta y susceptible de perjudicarles. La simple alusión no es suficiente. Pero
tampoco lo es la pura alegación subjetiva del rectificante de que la informa-
ción es falsa, inexacta y perjudicial. Tiene razón Córdoba Gracia cuando man-
tiene que la Ley reguladora del derecho de rectificación prevé antes de la fase
conflictiva procesal una fase en la que el director del medio informativo pu-
blique voluntariamente la rectificación ~ Debe hacerlo si, a su vez, considera
que el rectificante ha sido nombrado o aludido por la información; sc rectifi-
can hechos; y el Director del medio acepta, a la vista de las alegaciones del re-
plicante, que los hechos difundidos con anterioridad eran falsos o inexactos y
susceptibles de causar un perjuicio al rectificante; finalmente, en el escrito de
rectificación no deben difundirse tampoco hechos falsos o inexactos. Sólo si
las apreciaciones subjetivas del rectificante coinciden con las apreciaciones
subjetivas del director del medio llamado a rectificar, debe publicarse volun-
tariamente la rectificación. Hay que teneren cuenta —comenta con acierto Cór-
doba Gracia— que aunque la Ley dice que el Director deberá publicar o difun-
dir íntegramente la rectificación en el tiempo indicado y en la forma que se
20 Fundamento juridico 5.
21 SoRIA, C., “El derecho a la información en la Constitución Española, en Persona y Dere-
cho, II, 1984, pp. 79-121.
22 DESANTES GUANTER, J. Mi, Significado ¡urídico de la verdaden la comunicación colectiva,
cit.: GONZÁLEZ CASANOVA, J. A., Comunidad humana y comunidad política, Madrid, 1968.
~ Fundamento jurídico 5.
24 CóRDOBA GRACIA, D., “Apostillas a la ley sobre rectificación”, en AEDF, 1 I/t986, p. 33.
Vid., en sentido contrario. TOME PAULEJ., “La rectificación de informaciones inexactas en el no-
visimo Derecho español”, en Poder Judicial, 12, 1984, pp. 71 a 84.
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describe ~ la Ley también condiciona esta publicación al cumplimiento de
condiciones de fondo y forma. No es una obligación absoluta e incondiciona-
da. El Director, si no se cumplen las condiciones de fondo y forma, no está
obligado a publicar la rectificación Es necesaria la pretensión subjetiva del
replicante, pero no es suficiente. Es preciso que el medio considere también
que se trata de una pretensión legítima y ajustada a Derecho. En el caso de
que no se produzca esta armonización de voluntades, el rectificante está legi-
timado para abrir la fase procesal en demanda de tutela jurídica para su de-
recho de rectificación.
35. El sentido del procedimiento judicial urgente y sumario
Ha querido la Ley que la resolución del conflicto inicial entre un rectifi-
cante y un medio informativo sea rápida. La demora en la rectificación pre-
tendida puede hacer naufragar su eficacia, el sentido que tiene el derecho de
rectificación, y generar así una nueva injustifica. El legislador —dice la Senten-
cia del Tribunal Constitucional de 22 de diciembre de 1986— “ha diseñado,
en garantía del ejercicio de este derecho, un procedimiento judicial urgente y
sumario para exigir la publicación de la rectificación, en caso de que no se
haya realizado voluntariamente en el plazo legal o haya sido denegada por el
Director del medio de comunicación social requerido al efecto” 27
La sumariedad del procedimiento verbal se manifiesta, entre otras cosas,
en los siguientes aspectos: el Juez podrá reclamar de oficio que el demandado
remita o presente la información enjuiciada, su grabación o reproducción es-
crita; sólo se admitirán las pruebas que, siendo pertinentes, puedan practicar-
se en el acto; la sentencia se dictará en el mismo o al siguiente día del juicio,
28
y podrá ser apelada en un solo efecto dentro de los cinco días siguientes
Con independencia de las críticas de orden procesal que pueden formular-
se a la Ley, es preciso detenerse en las conclusiones que la Sentencia del 22
de diciembre de 1986 deduce de la sumariedad y urgencia del procedimiento.
Considera la Sentencia que la sumariedad del procedimiento verbal “exime
sin duda al Juzgador de una indagación completa tanto de la veracidad de los
hechos difundidos o publicados conlo de la que concierne a los contenidos de
la rectificación” 29 Pero es que además —afirma también la Sentencia— la obli-
gación de indagar exhaustivamente la verdad “tampoco es una evidencia que
25 Artículo tercero de la Ley Orgánica de 26 de marzo de 1984.
26 CóRDOBA GRACIA, II)., art. cii.
27 Fundamento jurídico 4.
28 VILLAGOMEZ, A., “Las acciones de rectificación de informaciones difundidas por los me-
dios de comunicación social. Procedimientos administrativo y judicial”, en Boletín del Ministe-
rio de Justicia, 1380, 1985, Pp. 3 a 8. LoRCA NAVARRETE, A. M., “FI nuevo proceso civil de rec-
tificación’, en Boletín del Ilustre Colegio de Abogados de Madrid, 2, i985. pp. 49 a 56.
29 Fundamento jurídico 4.
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se deduzca de lo dispuesto en el artículo 20.1 .d) de la Constitución” ~
No comparto estas conclusiones de la Sentencia. La urgencia y sumarie-
dad del procedimiento están precisamente al servicio del ejercicio justo del de-
recho de rectificación, es decir, de una rectificación urgente si esta rectifica-
ción se ajusta a Derecho. Puede y debe investigarse judicialmente la veraci-
dad de la información precedente y la veracidad de la rectificación solicitada.
Y puede y debe hacerse en el tiempo y las condiciones propias de un proce-
dimiento judicial urgente y sumario. En esta mareo procesal de referencia y a
los efectos propios del derecho de rectificación, hay que resolver qué hechos
son verdaderos y exactos y cuáles no, es decir, si procede o no el ejercicio del
derecho de rectificación.
Es verdad que otras posibles acciones penales o civiles permitirán también
investigar la verdad y exactitud de los hechos difundidos, reparar —si es el
caso— los posibles perjuicios causados por las informaciones inexactas o fal-
sas, y producir los efectos de cosa juzgada. Pero también es verdad que a los
solos efectos de cosa juzgada, ha de investigarse sumariamente la verdad de
los hechos en el ejercicio de la acción de rectificación. Otra cosa seria incohe-
rente: el derecho de rectificación no puede ser remodelado en función del pro-
cedimiento que lo tutela. Más bien al revés: el procedimiento ha de respetar
la naturaleza y características del derecho de rectificación porque está cabal-
mente a su servicio.
3.6. Los efectos de la acción de rectificación
Si nos atenemos a la doctrina contenida en la Sentencia del Tribunal Cons-
titucional de 22 de diciembre de 1986, el derecho de rectificación es “sólo un
medio de que dispone la persona aludida para prevenir o evitar el perjuicio
que una determinada información pueda irrogarle en su honor o en cuales-
quiera otros derechos o intereses legítimos (...)“ ~‘. La Sentenciaatribuye, pues,
al derecho de rectificación una finalidad preventiva. La publicación del escri-
to de rectificación está llamada a prevenir o evitar el perjuicio ilícito que la
información precedente hubiera podido ocasionar.
Si esto es así, ¿cómo ha de entenderse correctamente aquel principio de
que la acción de rectificación es compatible con otras acciones penales o civi-
les? Ya se dijo, líneas atrás, que esa compatibilidad significaba que las accio-
nes no se excluyen entre sí y tienen una finalidad y unos efectos diferentes.
Es patente que el ejercicio del derecho de rectificación persigue, por dos
razones complementarias, la restauración de la verdad de los hechos difundi-
dos. La difusión de hechos falsos o inexactos es un supuesto de desinforma-
ción, que en si causa ya un perjuicio a la persona aludida y a toda la comu-
nidad. Pero además, la difusión de esos hechos falsos o inexactos puede cons-
30 Fundamento jurídico 6.
31 Fundamento jurídico 4.
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tituir un ilícito penal o un ilícito civil, y dar lugar en su caso a sanciones pe-
nales y a la debida reparación de los perjuicios causados por los hechos falsos
o Inexactos. El derecho de rectificación no es una acción pena], ni una acción
civil, ni una limitación de la libertad informativa, “ni puede considerarse tam-
poco (...) como una sanción jurídica derivada de la inexactitud de lo publica-
do” ~ Es más bien la forma de desplegar lo que ha dado en llamarse “actitud
contestataria del público”“; y un modo concreto de ejercitar la facultad de di-
fundir hechos, que constituye parte del contenido del derecho a la in-
formación.
¿Cuáles son los efectos jurídicos de la rectificación? La compatibilidad en-
tre la acción de rectificación y otras posibles acciones penales o civiles puede
fomentar la idea de que publicar una rectificación —al margen de lo que es en
sí— no tiene ninguna otra consecuencia en el orden penal o civil. Esta irrele-
vancia jurídico-penal y jurídico-civil de la rectificación, en la que se inscribe
la Sentencia del Tribunal Constitucional, plantea algunas interrogaciones
inquietantes.
Si la difusión de hechos falsos o inexactos es susceptible de causar un per-
juicio a la persona aludida, ¿no será susceptible de causar efectos contrarios
la difusión de la rectificación? ¿Cómo es posible que la rectificación no está
llamada a producir efectos relevantes en la esfera penal o civil si el derecho
de rectificación es un medio para prevenir o evitar el perjuicio que puede irro-
garse? Si el derecho de rectificación carece de efectos jurídicos-penales o jurí-
dicos-civiles, ¿cómo e puede mantener que no es una sanción jurídica deriva-
da de la falsedad o inexactitud de los hechos difundidos? Si es irrelevante, ¿no
está plenamente justificada la oposición al establecimiento de un derecho de
rectificación? ~
La difusión de un escrito de rectificación puede y debe tener unos deter-
minados efectos en el ámbito penal y civil. En el campo penal, la publicación
del escrito de rectificación genera una situación análoga a la avenencia en el
acto de conciliación en los delitos perseguibles a instancia de parte. En el cam-
po jurídico-civil, la publicación del escrito de rectificación anula o, al menos,
limita considerablemente los perjuicios que ha podido causar la difusión de
hechos falsos o inexactos: carecería de lógica afirmar que los hechos falsos son
susceptibles de causar un perjuicio y mantener al mismo tiempo que su rec-
tificación no es susceptible de generar ningún efecto de resarcimiento.
4. SíNTESIS CRITICA
La Sentencia del Tribunal Constitucional de 22 de diciembre de 1986 ha
32 Sentencia del TribunalConstitucional, de 22 de diciembre de 1986, Fundamento jurídico 5.
DESANTES GUANTEIt, J. M.0, El público y la Información, Ponencia en la XXXIV SemanaSocial de España, Segovia, 1986.
~‘ Vid., por ejemplo, MITRE B., Elderecho de rÉplica, XXXV Asamblea General del Interna-
tional Press Institute, viena, ¡986.
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desnaturalizado, a mi juicio, el derecho de rectificación regulado en la Ley
orgánica 2/1984, de 26 de marzo. Al desconectar el derecho de rectificación
del núcleo de la verdad en la comunicación de hechos, la Sentencia ha dado
paso, más bien, a un derecho de acceso por alusiones, análogo al contemplado
en el artículo 13 de la Ley francesa de 29 dejulio de 1881. Esta interpretación
del Tribunal Constitucional español no me parece acertada: violenta la ley re-
guladora del derecho de rectificación, otorga indirectamente carta de natura-
leza informativa a la desinformación, y al ensanchar sin proporciones los ras-
gos del derecho de rectificación le ha hecho perder su propia armonía.
